El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL - FAMILIA

      Magistrada Sustanciadora: Claudia María Arcila Ríos

      Pereira, diciembre cuatro (4) de dos mil diecisiete (2017)

      Expediente No. 66001-31-03-002-2017-00261-01
Resuelve esta Sala sobre la consulta del auto proferido por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, el 25 de octubre pasado, por medio del cual sancionó a la Dra. María Lorena Serna Montoya, Gerente Regional de la Nueva EPS, con arresto de tres días y multa de dos salarios mínimos legales mensuales, como responsable del desacato a un fallo de tutela.
A N T E C E D E N T E S

1. Mediante sentencia del pasado 22 de agosto, el Juzgado Segundo Civil del Circuito concedió el amparo solicitado por el señor Danilo Quintero Vallejo y ordenó a la Gerente Regional de la Nueva EPS, reconocer y pagar al accionante las incapacidades concedidas desde el 25 de febrero hasta el 23 de agosto de este año, así como aquellas que se causen con posterioridad, hasta tanto se definan las condiciones de su reintegro a la actividad laboral.
2. El 18 de septiembre siguiente, el actor informó que esa orden se había incumplido, ya que “requiero el pago de las incapacidades desde el 10 de Agosto (sic) del año 2017 hasta la fecha, y mas (sic) las que se generen hasta que se resuelva la situación pensional”. Agregó que la única respuesta que recibe por parte de la EPS es que solo le iban a cancelar las que fueron “mencionadas en la tutela”.
3. Por auto del 21 del citado mes se requirió a la Gerente Regional de la Nueva EPS para que en el término de cinco días informara sobre el cumplimiento del fallo de tutela y al Presidente de esa entidad para que lo hiciera cumplir e iniciara el proceso disciplinario correspondiente.
4. Mediante proveído del 5 de octubre se dispuso dar apertura al incidente de desacato contra esos funcionarios, a quienes se les otorgó el término de tres días para que ejercieran su derecho de defensa y aportaran las pruebas que pretendieran hacer valer.

5. Se pronunció la Gerente Regional de la Nueva EPS, por medio de apoderado, para manifestar que ya se había producido el pago de las incapacidades concedidas al actor durante el periodo comprendido entre febrero y agosto de este año.  
6. En auto del 19 de octubre se dispuso requerir a esa Gerente Regional con el objeto de que indicara las razones por las cuales no ha realizado el pago de las incapacidades otorgadas los días 24 de agosto, 11 y 26 de septiembre de 2017, en favor del accionante. No hubo respuesta alguna.
7. El 25 de octubre, sin haberse decretado prueba alguna, se dictó el auto motivo de consulta.

8. Esta Sala, mediante auto del pasado 20 de noviembre, puso en conocimiento de las partes la nulidad configurada por la pretermisión del periodo probatorio, con la advertencia de que si no la alegaban dentro del término de tres días quedaría saneada de conformidad con los artículos 136 y 137 del Código General del Proceso. Ante su silencio, se produjo la consecuencia señalada.

9. El 28 siguiente, Profesional Jurídica de la Nueva EPS incorporó copia de los oficios del 1º de septiembre y del 13 de octubre pasados, dirigidos al accionante, por medio de los cuales se le notificó que se había aprobado el pago de las incapacidades otorgadas desde febrero hasta septiembre de este año, cuyas sumas serían desembolsadas “en los días siguientes a recibir la presente notificación”.
10. Por auto del 30 de noviembre se ordenó tener como prueba los referidos oficios.
11. Vía telefónica, el demandante informó a esta Sala que la Nueva EPS ya le había pagado las incapacidades correspondientes a los meses de agosto, septiembre y octubre del año en curso, y que solo le adeudaban las de noviembre y diciembre que se cancelan por “mes vencido”.
C O N S I D E R A C I O N E S

1. El objeto de la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando resulten vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que señale la ley. Por medio de esa especial acción se profieren órdenes de inmediato e ineludible cumplimiento para obtener que se repare el orden constitucional quebrantado por la violación de un derecho de aquella naturaleza.

2. El incidente por desacato previsto en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 consagra una sanción inmediata y efectiva para el caso de la desobediencia del mandato constitucional proferido por el juez de tutela, la que debe ser impuesta por medio de un trámite especial que garantice los derechos de defensa y el debido proceso, para aquel de quien se afirma ha incurrido en la desobediencia. 

La misma disposición dice que la persona que incumpliere una orden de un Juez proferida con base en ese decreto, incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales, salvo que en ese decreto ya se hubiere señalado una consecuencia jurídica distinta y sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar.

El artículo 27 del Decreto 2591 de 1991, que otorga facultades al juez para obtener el cumplimiento del fallo, dice en su parte pertinente:

“Cumplimiento del fallo. Proferido el fallo que concede la tutela, la 
autoridad responsable del agravio deberá cumplirlo sin demora.

“Si no lo hiciere dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, el juez se dirigirá al superior del responsable y le requerirá para que lo haga cumplir y abra el correspondiente procedimiento disciplinario contra aquél...”.

3. En el asunto bajo estudio, como ya se indicara, mediante sentencia del pasado 22 de agosto, el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, ordenó a la Nueva EPS cancelar al accionante las incapacidades otorgadas desde el 25 de febrero hasta el 23 de agosto de este año. También aquellas que se llegaren a generar hasta tanto se definan las condiciones de su reintegro laboral.

4. En el escrito por medio del cual se dio cuenta del incumplimiento en que ha incurrido la EPS accionada, expuso el accionante que no le habían pagado las incapacidades concedidas desde el 10 de agosto hasta el 18 de septiembre de 2017.
5. En esta sede, la entidad demandada aportó copia de los oficios dirigidos al actor en los cuales le informan sobre la aprobación del pago de las incapacidades concedidas el 9 y 24 de agosto y 8 y 23 de septiembre de este año, entre otras
.
Para establecer si efectivamente ya se habían desembolsado esos valores, esta Sala, como ya se dijo, se comunicó con el accionante, quien manifestó que la Nueva EPS ya le había cancelado las incapacidades de los meses de agosto, septiembre y octubre del año en curso, y que se encontraban pendientes las de noviembre y diciembre que se pagan en la modalidad de “mes vencido”
.    
6. Significa lo anterior que los derechos fundamentales del demandante se encuentran salvaguardados, pues las incapacidades que estaban pendientes a la fecha en que se formuló el desacato ya fueron canceladas, sin que sea del caso analizar lo ocurrido con las posteriores, pues el ámbito de competencia del incidente se limita precisamente al incumplimiento primeramente atribuido. A ello cabe agregar que se desconoce si ya se adelantó el trámite pertinente para el pago de aquellas subsiguientes prestaciones.
No obstante que la orden contenida en la sentencia se acató por fuera del término otorgado con tal fin, se revocará el auto objeto de consulta y se abstendrá la Sala de imponer sanción alguna, de acuerdo con lo enseñado por la Corte Constitucional, que el objeto del incidente por desacato no es el de imponer sanciones, sino obtener el cumplimiento de la orden dada. Así, ha dicho: 

“35. Entonces, el desacato es un mecanismo de creación legal “que procede a petición de la parte interesada, a fin de que el juez constitucional en ejercicio de sus potestades disciplinarias sancione con arresto o multa a quien con responsabilidad subjetiva desatienda las órdenes proferidas mediante sentencias que buscan proteger los derechos fundamentales”. Así, el desacato ha sido entendido “como una medida que tiene un carácter coercitivo, con la que cuenta el juez constitucional para conseguir el cumplimiento de las obligaciones que emanan de sentencias de tutela”. En otras palabras, “el principal propósito de este trámite se centra en conseguir que el obligado obedezca la orden impuesta en la providencia originada a partir de la resolución de un recurso de amparo constitucional”. Por esa razón, “la finalidad del mencionado incidente no es la imposición de una sanción en sí misma, sino que debe considerarse como una de las formas de buscar el cumplimiento de la respectiva sentencia”
…”
 
En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,  

R E S U E L V E 

REVOCAR el auto proferido el 25 de octubre pasado, por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira. En su lugar, se abstiene de sancionar a la Dra. María Lorena Serna Montoya, Gerente Regional de la Nueva EPS, por el incumplimiento a la orden impuesta en el fallo de tutela.

Notifíquese, 

La Magistrada,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Folios 20 y 21 cuaderno No. 2


� Folio 27 cuaderno No. 2


� Sentencia T-171de 2009, MP. Humberto Sierra Porto. 


� Sentencia T-633 de 2013, MP. Luis Ernesto Vargas Silva
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